INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría Penal Pública.
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HONORABLE SENADO:





	De conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros en general, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	Os hacemos presente que, atendido lo previsto en los artículos 38, inciso primero y 63, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, los artículos 1º, 4º, 5º, 7º, 9º, 12, 22, 25, 32 y 81 de este proyecto de ley recaen sobre materias propias de ley orgánica constitucional. Ello, conforme al criterio sustentado por la H. Cámara de Diputados, que compartimos para estos efectos.





	Dejamos constancia, asimismo, que, como el artículo 27, inciso sexto, del Reglamento de la Corporación circunscribe el informe de la Comisión de Hacienda a disposiciones determinadas, no se estimó procedente hacerle llegar el proyecto de ley y sus antecedentes en esta oportunidad, en que se ha omitido la discusión particular.





	A las sesiones en que la Comisión discutió en general esta iniciativa de ley concurrieron los HH. Senadores señores Edgardo Boeninger Kausel y Enrique Zurita Camps.





	Asistieron también, especialmente invitados, el señor Ministro de Justicia, don José Antonio Gómez, acompañado del Subsecretario, don Jaime Arellano, y de los asesores de dicha Cartera, señores Rafael Blanco, Alex Carocca y Mauricio Decap; el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, don Hernán Alvarez y el Ministro de la misma, don Mario Garrido; la asesora del señor Fiscal Nacional, doña Mirtha Ulloa; el señor Presidente subrogante del Colegio de Abogados de Chile, don Avelino León, y el señor Jefe del Departamento Institucional/Laboral de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, don Carlos Pardo.





- - -





ANTECEDENTES DE DERECHO





	I.- Constitución Política de la República de Chile.





	El artículo 19, Nº 3, incisos segundo y tercero, de la Constitución Política, establece que “Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá, en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos.





	La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.” 





	II.- Tratados internacionales.





	Los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentran vigentes consagran también el derecho a defensa.





	El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 14, párrafo 3, letra d), consagra a favor de toda persona acusada de un delito ciertas garantías mínimas, entre ellas, la de “defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección”, y la de “ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo”.





	La Convención Americana sobre Derechos Humanos, también llamada “Pacto de San José de Costa Rica”, consagra en su artículo 8º, párrafo 2, letra d), el “derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor”, y, en su letra e), el “derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley.“





	III.- Proyecto de Código Procesal Penal.





	El texto del Código Procesal Penal que resulta de las modificaciones que el H. Senado ha acordado introducir al proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados contempla, como uno de los principios básicos del nuevo procedimiento penal, el derecho del imputado a ser defendido por un letrado desde la primera actuación del procedimiento dirigido en su contra. Así lo establece el artículo 8º.





	El artículo 102 reconoce al imputado el derecho a designar uno o más defensores de su confianza, agregando que, si no los tuviere, el juez procederá a hacerlo de oficio o a petición del ministerio público. Tal designación de un defensor penal público no afecta el derecho del imputado a designar posteriormente un defensor de su confianza (artículo 107). El referido artículo 102 continúa expresando que cualquiera persona podrá proponer un defensor para aquel imputado que se encontrare privado de libertad, o solicitar que se le nombre uno. Consagra, finalmente, la posibilidad de que el imputado se defienda personalmente, si ello no perjudicare la eficacia de la defensa. Por otra parte, preve que, si el recurso debiere ser conocido por una Corte cuyo lugar de asiento se encuentre en una ciudad distinta a aquella en que se efectuó el juicio, tendrá derecho a que se le designe un defensor penal público (artículo 384), y que, en el caso de la extradición activa, el imputado ausente será representado por un defensor penal público si no tuviere defensor particular (artículo 434)





	El nuevo Código consigna también las funciones que cabe cumplir al defensor, en el marco del artículo 104, que le permite ejercer todos los derechos y facultades que la ley reconoce al imputado, a menos que se reserve su ejercicio a éste último en forma personal. En términos generales, sólo en su presencia la policía puede interrogar autónomamente al imputado (artículo 91); si éste estuviere privado de libertad tiene derecho  a entrevistarse privadamente con su abogado de acuerdo al régimen del establecimiento de detención (artículo 94, letra f); puede solicitar la práctica de diligencias de investigación durante la declaración que preste el imputado como medio de defensa (artículo 98); le corresponde asistir a las audiencias de formalización de la investigación (artículo. 262); del juicio oral (artículo 327); de extradición activa y pasiva (artículos 435 y 443) y de aplicación de medidas de seguridad (artículo 468).





	Por otra parte, sanciona con la nulidad la ausencia del defensor en cualquier actuación en que la ley exigiere expresamente su participación (artículo 103) y considera motivo absoluto de nulidad impedir que el defensor ejerza las facultades que la ley le otorga (artículo 376 letra c). Así, considera la presencia del defensor como requisito de validez en las audiencias sobre solicitud de prisión preventiva, sea que se encontrare detenido o no lo estuviere (artículos 132 y 142); de suspensión condicional del procedimiento (artículo 268); de preparación del juicio oral (artículo 300) y, por cierto, del juicio oral (artículo 317). Finalmente, el artículo 106 regula la renuncia y abandono de la defensa; el artículo 300 considera abandonada la defensa si el defensor no comparece a la audiencia de preparación del juicio oral, y el artículo 318 contempla sanciones para el abogado que no asistiere a la audiencia del juicio oral o la abandonare injustificadamente.








ANTECEDENTES DE HECHO





	De los antecedentes proporcionados a la Comisión por el Ministerio de Justicia cabe destacar los que se refieren a la evaluación del actual modelo de defensa penal pública, la descripción de la propuesta sometida a trámite legislativo, y los fundamentos que la sustentan.





	I.- La defensa penal pública en la actualidad.





	En la actualidad, la representación y defensa de los inculpados es asumida, mayoritariamente, por los abogados de turno y por las Corporaciones de Asistencia Judicial, continuadoras legales de los antiguos “Consultorios para Pobres” del Colegio de Abogados y cuya finalidad, fijada en su propia normativa, es la de “prestar asistencia jurídica y judicial gratuita a personas de escasos recursos, además de proporcionar los medios para efectuar la practica necesaria para el ejercicio de la profesión a los postulantes a obtener el título de abogado”.





	Aproximadamente entre el 85% y 90% de las personas que ingresan al sistema penal requiere de un abogado defensor gratuito, en razón de carecer de recursos para designar un abogado privado de su confianza.





	La evidencia empírica de las prestaciones entregadas por los abogados de turno no es satisfactoria, debido preferentemente a la falta de aliciente para cumplir una carga profesional no remunerada, y la inexistencia de mecanismos de control sobre su gestión. Tampoco lo es respecto de las Corporaciones de Asistencia Judicial, las cuales, a la luz de los estudios que se han realizado en torno a la reforma procesal penal, reciben insuficientes recursos para desarrollar una labor profesional en materia de defensa. En general, las evaluaciones existentes respecto de los servicios que se ofrecen por las instituciones de asistencia jurídica reflejan que son de baja calidad e insuficientes. Las razones para que esto sea así van desde la falta de recursos, la desmotivación de los funcionarios por las bajas remuneraciones que reciben, la ausencia de un control interno eficaz, hasta la incapacidad de las Direcciones para despedir al personal  ineficiente.





	II.- El nuevo diseño de defensa penal pública.





	El nuevo modelo de defensa penal pública descansa, básicamente, sobre dos premisas. La primera es que la defensa penal pública debe entregarse a todo imputado que carezca de abogado privado de su confianza. Es decir, no sólo a quienes carezcan de recursos para contratarlo, sino a aquellos que, por otros motivos no lo designen. De esta manera se procura impedir que el procedimiento se entrabe o se incurra vicios de nulidad por la falta de designación de defensor. La segunda premisa es que no pueden intervenir estudiantes de derecho, pues el Código Procesal Penal entrega esta tarea exclusivamente a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión.





	Sobre esas bases, el diseño de la defensa penal pública previsto en el proyecto de ley toma en cuenta, particularmente, consideraciones de eficiencia. Parece evidente que, si la sociedad determina asignar más recursos al área de la defensa penal pública, se hace necesario buscar la mejor asignación de los nuevos recursos, de forma que produzcan el mayor impacto posible en el beneficiario final del sistema, es decir, en el imputado.





	Una herramienta moderna que permite una asignación adecuada de los recursos disponibles es el proceso de licitación, el cual, salvo que medien distorsiones, asegura que los recursos se asignen de la forma en que sean más altamente productivos. Para evitar tales distorsiones, se consultan elementos destinados a dotar de simplicidad y claridad a las bases de licitación, a asegurar la transparencia, calidad y cumplimiento del servicio, así como también mecanismos de supervisión y control. 





	Por otra parte, en relación con la oferta de profesionales abogados en el país, algunos estudios realizados para el Ministerio de Justicia, más información recopilada por las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia, respecto de la cantidad actual de abogados que estarían ejerciendo en cada región del país y la cantidad de Escuelas de Derecho que existen en nuestro país (alrededor de 42), permite concluir que la oferta de profesionales abogados para los próximos años asegura un suficiente número de participantes en los procesos de licitación.





	A ello se agrega cierto consenso que existe sobre la calidad de la provisión de defensa por parte de los defensores institucionales o pertenecientes al Estado, en el sentido de que este mecanismo presenta ciertas deficiencias de cobertura, calidad técnica de la defensa, rigideces y burocracia operacional, así como problemas de gestión, al igual como varias otras instancias gubernamentales.





	En resumen, la propuesta nacional se traduce en la elaboración de un sistema financiado con fondos públicos, que contempla la participación pública como la privada. El subsistema público estará a cargo de un órgano de presencia nacional, que asegurará la presencia de defensores en cualquier punto del país y, además de prestar el servicio de defensa, desarrollará un rol de fiscalización sobre la prestación de defensa por parte de los organismos licitados. El subsistema privado se incorporará básicamente a través de tres vías: principalmente, la licitación, y, en subsidio, convenios con instituciones públicas o privadas, o contratación de abogados a honorarios por periodos fijos que, en todo caso, no pueden exceder de un año.





�	Cabe apuntar que la metodología utilizada para dimensionar las variables relevantes de la Defensoría Penal Pública es similar a la usada para el Ministerio Público y el nuevo sistema de tribunales conformado por los juzgados de garantía y los tribunales de juicio oral en lo penal. Entre otras investigaciones, se empleó un Estudio de Simulación del Nuevo Proceso Penal desarrollado por la Fundación Paz Ciudadana, un Modelo de Localización para las instituciones creadas a propósito de la reforma, desarrollado por la Escuela de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso y un Modelamiento de las Etapas Procesales en que se involucra a la Defensoría, desarrollado por el Centro de Estudios y Asistencia Legislativa de la misma Universidad.





	Sobre la base de las investigaciones realizadas y el análisis de la evidencia comparada, se llegó a la conclusión de que el número de abogados defensores que requerirá el sistema de defensa penal pública se encuentra en estrecha relación con el número de fiscales previsto, Existe una relación aproximada de 1,5 fiscales por cada defensor; vale decir, si el Ministerio Público contará con 625 fiscales adjuntos, se requerirán 417 defensores, cifra que es la mínima que se ha contemplado para los efectos de este proyecto. Es dable apuntar que, además del incremento en el número de defensores públicos que puede resultar de los procesos de licitación, intervendrán defensores privados, costeados por los propios imputados que puedan sufragar sus honorarios, lo que también aumentará el total de defensores frente al número fijo de fiscales adjuntos previstos en la ley.





	Los datos disponibles respecto de la relación existente en América Latina entre el número de defensores penales públicos y la cantidad de habitantes demuestran que Perú tiene 0,6 defensores por cada 100.000 habitantes; Colombia 2,13; Guatemala 2,3 y Costa Rica 2,6. En Chile se contará con una relación de aproximadamente 2,7 defensores por cada 100.000 habitantes, nivel muy similar a los últimos países mencionados y considerablemente superior respecto del caso peruano.








DISCUSIÓN GENERAL





	I.- Exposición del señor Ministro de Justicia, don José Antonio Gómez.





	i.- Ambito de la defensa penal pública.





	El señor Ministro expresó que este proyecto de ley pone en aplicación el principio recogido en la Convención Americana de Derechos Humanos – “Pacto de San José de Costa Rica” – que en su artículo 8º, número 2, letra e) reconoce como un derecho irrenunciable  de toda persona el de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no de acuerdo a la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley.





	En el nuevo sistema de justicia penal, añadió, el derecho a la defensa es un pilar fundamental, porque permite al imputado intervenir en el procedimiento a fin de probar la falta de fundamento de la acusación en su contra. Se constituye así en un principio que determina las restantes garantías del debido proceso, y que se reconoce desde el inicio de la persecución penal.





	El principal efecto de la nueva defensa es mejorar la calidad del trabajo que desarrollen los defensores, así como poner a prueba la capacidad, habilidad y calidad del trabajo de quienes realizan la persecución penal 





	ii.- Objetivos del sistema.





	Fundamentalmente, se trata de proveer de abogado defensor a las personas que lo requieran, es decir, a quienes estén  imputados por crimen, simple delito o falta, esta última cuando sea de competencia de los juzgados de garantía. En otras palabras, será beneficiaria del sistema toda persona que requiera defensa letrada en un proceso penal.





	La defensa penal pública será gratuita, y sólo excepcionalmente podrá cobrarse, total o parcialmente, a aquellos beneficiarios que dispongan de recursos para financiarla privadamente. El  criterio para el cobro de los servicios será determinado considerando el nivel de ingreso, la capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que dependen del beneficiario.





	Destacó que la defensa penal pública será ejercida siempre por abogados, y que se desarrollará tanto ante el ministerio público como los tribunales de justicia. Las personas que otorguen servicios de defensa en materia penal, de acuerdo a la ley, serán objeto de evaluación técnica  permanente en la que,  por medio de criterios objetivos, se medirá el rendimiento, continuidad y calidad de los servicios prestados.





	iii.- Modalidades de prestación del servicio





	El señor Ministro puntualizó que la prestación del servicio de defensa penal pública se realizará a través de dos modalidades: 





	1) Subsistema público. Contempla la existencia de defensores institucionales llamados defensores locales, quienes intervendrán en la defensa del imputado y, además, apoyarán los procesos de capacitación.





	2) Subsistema privado. La participación de los privados se hará a través de mecanismos de licitación de fondos para prestar el servicio y, subsidiariamente, por medio de la contratación de abogados a honorarios o de convenios con instituciones  públicas o privadas





	iv.- Administración de la defensoría penal pública





	Para administrar la defensa penal pública, continuó el señor Ministro, se crea un servicio público, descentralizado funcionalmente y desconcentrado territorialmente, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia, denominado Defensoría Penal Pública.





	El organigrama de la Defensoría Penal Pública contempla un jefe de servicio, que será el Defensor Nacional, la existencia de un Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública, Defensores Regionales y un Administrador Nacional, bajo el cual se contemplan las divisiones administrativas.





	Entre las funciones del Defensor Nacional se cuentan las de dirigir, organizar y administrar la defensoría, controlarla y velar por el cumplimiento de sus objetivos; fijar los criterios de actuación de la defensoría y los niveles procesales básicos que deben cumplir quienes presten defensa penal pública; nombrar y remover a los defensores regionales, según el procedimiento legal; determinar el monto de los fondos por licitar nacional y regionalmente y contratar personas naturales o jurídicas, en calidad de consultores externos, para el diseño y ejecución de procesos de evaluación de la defensoría.





	Los requisitos para el cargo son los de ser ciudadano con derecho a sufragio; tener a lo menos diez años el título de abogado; haber cumplido 40 años de edad y no tener incapacidades o incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.





	Del Defensor Regional dependerá, por una parte, el Administrador Regional y las divisiones administrativas, por otra, el Secretario Ejecutivo del subsistema privado, que se relacionará con las instituciones licitadas, y, por último, las defensorías locales.





	El Defensor Regional será el responsable de que se proporcione defensa oportuna y eficiente en su región; de controlar la entrega de defensa por el subsistema público y privado; conocer, tramitar y resolver, en su caso, los reclamos que se presenten; recepcionar la postulación de los interesados en los procesos de licitación; autorizar la realización de peritajes y designar, en cada caso, la institución o defensor que deberá asumir la defensa de un imputado.





	Para servir el cargo de Defensor Regional se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio; tener a lo menos cinco años el título de abogado; haber cumplido 30 años de edad y no tener incapacidades o incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.





	Para ser defensor local, los requisitos son los de ser ciudadano chileno, tener título de abogado y no tener incapacidades o incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.





	vi.- Licitación.





	La participación de los privados en la prestación de servicios de defensa penal pública, continuó el señor Ministro, se realizará a través de un proceso de licitación de recursos, el que estará a cargo del Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública 





	Podrán postular las personas naturales que cuenten con el título de abogado y cumplan con los demás requisitos para el ejercicio profesional y las personas jurídicas, con o sin fines de lucro, que cuenten con abogados habilitados para el ejercicio de la profesión. Agregó que la selección de los abogados e instituciones que prestarán defensa penal pública estará a cargo de un jurado regional.





	Asimismo, agregó, es necesario destacar la existencia de un Consejo de Licitación de la Defensa Penal Pública, al que le corresponderá convocar a la licitación y nombrar los jurados regionales; fijar las bases para las licitaciones; resolver las apelaciones en contra de las decisiones del jurado regional; disponer el término de los contratos celebrados con los abogados e instituciones licitantes, y proponer al defensor nacional el monto correspondiente de los fondos a licitar.





	En relación con los criterios que existirán para resolver las licitaciones, señaló que serán los costos del servicio; la permanencia y habitualidad en el ejercicio de la profesión en la región respectiva; el número y dedicación de abogados disponibles; la experiencia y calificación de los profesionales y de la entidad, en su caso; el apoyo administrativo de los postulantes, y el porcentaje de personas que, haciendo uso del derecho a solicitar cambio de defensor, lo hubieren pedido. Le corresponderá al reglamento asignar porcentajes a cada uno de estos criterios.





	La duración de los contratos será de tres años. Se exigirá como garantía una boleta de garantía o cualquiera otra caución que estime suficiente con el objeto de asegurar la prestación adecuada de los servicios licitados. Los pagos se realizarán en forma diferida y, en todos los pagos, se retendrá, a título de garantía, un porcentaje del mismo.





	Los lineamientos que orientarán la licitación serán cuatro: en primer lugar, que la asignación de recursos se realice de manera objetiva, para lo cual se contempla la existencia de un concurso público, con bases previamente conocidas; en segundo término, la publicidad y transparencia en la preselección, contemplando modalidades de puntaje y de calificaciones que permitan una estricta priorización de los mejores proyectos; el tercer criterio será la existencia de mecanismos de control, con vistas al cual los postulantes deberán presentar propuestas de formas de seguimiento y manejo de las causas; y el cuarto será la cobertura regional de los servicios ofrecidos, es decir, que los servicios de los postulantes deberán entregarse en todos los tribunales existentes en la región.





	vii.- Mecanismos de control y evaluación





	El proyecto de ley, prosiguió el señor Ministro, considera diversos mecanismos de evaluación tales como inspecciones, auditorías externas, informes periódicos, anuales y final, y el conocimiento, tramitación y resolución de los reclamos de los usuarios.





	Los criterios de evaluación que se consideran son la calidad de los servicios prestados, referida tanto a la calidad profesional como a la  prontitud y atención que recibe el beneficiario; el orden y eficiencia en la administración de los recursos, y la eficacia de los métodos de control interno de las instituciones licitantes o de convenios





	Las inspecciones ordinarias estarán a cargo de inspectores de la defensoría nacional; las auditorías externas a cargo de consultores externos contratados por la defensoria nacional; los informes serán revisados y observados por el defensor regional y nacional y los reclamos se presentarán ante las direcciones regionales.





	Señaló que las sanciones que contempla la ley para los defensores públicos pertenecientes al subsistema privado considera la concesión de un plazo para dar cumplimiento a las exigencias que se planteen; la aplicación de las multas establecidas en los respectivos contratos; la retención del total o parte de los pagos adeudados por el servicio; hacer efectivas las garantías y disponer el término del contrato respectivo. Respecto del subsistema público, en cambio, por la naturaleza jurídica de los defensores locales, se contempla la aplicación de las sanciones previstas en el Estatuto Administrativo.





	viii.- Designación de los defensores.





	Manifestó el señor Ministro que la defensoría regional elaborará un listado de abogados e instituciones que participen en el sistema, que se mantendrán actualizados en las defensorías y tribunales. El imputado podrá elegir de entre ellos la institución o abogado que asumirá su defensa.





	Puntualizó que el imputado tendrá derecho, en cualquier momento y con fundamento plausible, a solicitar el cambio de defensor, petición que será resuelta por el defensor regional.





	ix.- Dotación de defensores penales públicos.








	El señor Ministro informó que la dotación de defensores locales que considera la iniciativa legal es de 145, a los cuales se agregará un número mínimo estimado de 272 defensores privados, lo que hará un total mínimo de 417 defensores penales públicos, que estarán distribuidos a lo largo de las trece regiones del país de la siguiente manera:








Región�
Defensores locales �
Defensores privados�
Total �
�
          I�
4�
9�
13�
�
         II�
6�
8�
14�
�
        III�
3�
5�
  8�
�
       IV�
5�
7�
12�
�
        V�
            18�
26�
44�
�
       VI�
7�
9�
16�
�
      VII�
9�
12�
21�
�
     VIII�
16�
25�
41�
�
       IX�
10�
10�
20�
�
        X�
10�
15�
25�
�
       XI�
2�
3�
5�
�
      XII�
2�
3�
5�
�
     RM�
53�
           140�
           193�
�
TOTAL �
           145�
           272�
           417�
�






	Concluyó manifestando que algunas de las disposiciones contempladas en el texto aprobado por la Cámara de Diputados introducen cambios en materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República contempladas en el proyecto enviado por el respectivo Mensaje.





	En esa medida, anunció que el Ejecutivo presentaría una indicación haciendo suyos ciertos cambios, e insistiendo, al mismo tiempo, en otras disposiciones cuyas enmiendas no comparte.








	II.- Exposición del señor Presidente de la Excma. Corte Suprema , don Hernán Alvarez.





	El señor Presidente de la Excma. Corte Suprema expresó su beneplácito por el hecho de que este proyecto de ley esté avanzando en su tramitación, ya que es esencial para el adecuado desarrollo de la reforma procesal penal, y la circunstancia de que se encuentre en estudio en esta Corporación implica que el sistema de defensa penal pública podrá entrar en vigencia en una fecha muy cercana al inicio de la reforma en la Cuarta y Novena Regiones.





	Ello proporcionará equiparidad con el Ministerio Público, y tranquilizará a quienes se han manifestado contrarios a la entrada en vigencia de la reforma en los términos previstos sin que estuviese en condiciones de prestarse el servicio de defensa penal pública. Recordó que, de acuerdo al artículo 4º transitorio de la Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la obligación de que tal servicio esté en funcionamiento sólo es exigible cuando se inicie la reforma en la Región Metropolitana y en las Regiones que le siguen en el orden indicado en esa disposición, colocando en una situación de disparidad en esta materia, por tanto, a la IV, IX, II, III y VII Regiones, en las cuales se aplicará la reforma con anticipación. 





	Afirmó que, en lo que atañe al Poder Judicial, se han tomado todas las medidas necesarias para enfrentar el nuevo sistema procesal penal. Se han hecho los esfuerzos necesarios para contar con la infraestructura necesaria para dicho cometido, y la Corte Suprema ha impartido una serie de instrucciones a las Cortes de Apelaciones de La Serena y de Temuco para realizar todo el proceso de nombramiento y designación de los funcionarios de manera satisfactoria.





	III.- Exposición de la asesora del señor Fiscal Nacional, doña Mirtha Ulloa.





	La señora representante del Fiscal Nacional dio a conocer la satisfacción del Ministerio Público por el avance de la iniciativa legal en estudio, sin perjuicio de que le merece algunas observaciones particulares:





	i.- En materia de licitaciones, sugirió que en el artículo 49 se considerara la presencia de un representante del Colegio de Abogados, o del Colegio más numeroso de la región si hubieren varios, en la integración del jurado que debe resolver el proceso respectivo en la región de que se trate.





	ii.- Propuso reincorporar una norma que preveía la participación de los defensores locales de la Defensoría Penal Pública en las primeras diligencias de la investigación. Señaló que, desde el punto de vista del trabajo que debe desarrollar el Ministerio Público, resultaría más satisfactorio para mantener la “igualdad de armas” entre quienes participan en la investigación.





	iii.- Consideró necesario revisar las facultades que se atribuyen a los encargados de fiscalizar la defensa, en resguardo del secreto profesional de los abogados privados.





	iv.- Hizo notar, por último, que las normas permanentes del nuevo Código Procesal Penal suponen el efectivo funcionamiento de la defensa penal pública. En esa medida, expresó su preocupación en cuanto a la aplicación de las reglas del nuevo Código que establecen, como requisito de validez de determinadas audiencias, la presencia tanto del fiscal como del defensor, ya que su incumplimiento traería aparejada la nulidad de dicha actuación.





	En su concepto, al no estar en vigencia un sistema de defensa penal pública, y conociendo las dificultades que existen en la actualidad respecto de las instituciones que presentan asesoría penal, convendría estudiar la posibilidad de dictar una disposición transitoria que impida solicitar la nulidad de actuaciones que se desarrollen durante la etapa de investigación, fundada en la ausencia de defensor, para evitar que se entrabe el procedimiento desde sus inicios.





	Al mismo tiempo, añadió, sería adecuado que durante la etapa transitoria en que no estará en aplicación el sistema de defensa penal pública se publique en los juzgados de garantía una nómina de los abogados a los cuales se pueda recurrir para contar con la defensa adecuada.





	IV.- Exposición del señor Presidente subrogante del Colegio de Abogados de Chile A.G., don Avelino León.





	El señor Vicepresidente del Colegio de Abogados de Chile y Presidente subrogante manifestó que el 5 de junio pasado se estudió este proyecto de ley en una sesión extraordinaria de su Consejo General, con la asistencia de representantes de los Colegios Regionales de Arica, Iquique, Copiapó, La Serena, Valparaíso, Rancagua, Los Angeles, Temuco, Valdivia y Magallanes.





	Puso de relieve que es de opinión pacífica la necesidad de crear, de manera paralela al Ministerio Público, un sistema de defensoría adecuado que permita, especialmente a las personas sin recursos, acceder a una defensa eficiente que garantice eficazmente sus derechos constitucionales.





	Luego de revisar las principales disposiciones constitucionales y legales sobre la materia, destacó que el proyecto invoca la ineficiencia del sistema actual, tanto en lo que atañe a las Corporaciones de Asistencia Judicial, que prestan servicios mediante licenciados de derecho que hacen su práctica profesional durante seis meses, lo que conspira contra la igualdad de condiciones con los fiscales, como en cuanto a los abogados de turno, mecanismo que importa una carga discriminatoria del abogado frente a otras profesiones liberales.





	Expuso en seguida los principales comentarios que le merece la iniciativa de ley al Consejo General y a los representantes de los Consejos Regionales.





	Como observaciones de carácter general, señaló que existen dos posibilidades de organización de la defensa penal pública: una, que es la creación de una Defensoría Penal Pública, y otra, al estilo de la ley española, que es la de entregar a los Colegios de Abogados la tutela de todo el sistema, la selección de los defesores y la fiscalización de su contenido. El primero de los sistemas enmarca la actividad del abogado en pautas de conductas que pugnan con la libertad de defensa y la dignidad profesional, imponiendo sistemas de control que violentan valores éticos irrenunciables. En contra del segundo conspira la debilidad estructural de los Colegios, profundamente debilitados en los últimos decenios y respecto de los cuales se podría creer que no están dotados de los elementos suficientes para asumir la responsabilidad de la organización y tutela de una defensoría de oficio a nivel nacional.





	Por otra parte, apuntó que, para ser beneficiario de la defensa penal pública, no se exige que se trate de una persona que carezca de recursos necesarios para poder tener un defensa particular. Estimó que es un punto delicado frente al principio de subsidiariedad del Estado. Dentro de nuestra tradición, las defensas de oficio han sido siempre restringidas a los pobres, lo que aquí no ocurre.





	De los planteamientos del señor Presidente subrogante del Colegio de Abogados de Chile, se desprende que, en los términos en que se encuentra presentado el proyecto de ley, afectaría los siguientes aspectos de la profesión de abogado:





	i.- Relación personal abogado-cliente.





	Estima el Colegio de Abogados de Chile que el hecho de que las defensas puedan ser adjudicadas a personas jurídicas, persigan o no fines de lucro, como admite el artículo 48, pugna con la mediatez que debe existir siempre en la relación abogado cliente. Se trata de una vinculación esencialmente personal y fiduciaria, esto es, en la que debe mediar confianza. Puede darse el justo temor que, al amparo de esta ley, puedan crearse organizaciones con personalidad jurídica destinadas a la creación de verdaderas empresas de prestación de servicios que, con abogados asalariados, participen en las licitaciones. A fuerza de mercantilizar la defensoría de oficio –tradicionalmente fundada en principios de solidaridad- se hace peligrar la esencia de la relación profesional con el cliente, y que éste termine por ser defendido por un abogado que nunca lo ha visto ni conocido.





	ii.- Libertad de defensa.





	Considera el Colegio que el hecho de que el abogado defensor pueda ser empleado de una persona jurídica que ha ganado una licitación, al margen de toda relación con el imputado y con la naturaleza del delito que se le imputa conspira contra su libertad de aceptar o rechazar el asunto profesional, así como de determinar la manera en que planteará la defensa, sin la amenaza de sufrir sanciones por su estrategia de defensa., como se concluye de la lectura de los artículos 45, 63, inciso primero y 74, letra a).





	iii.- Dignidad profesional.





	Sostiene el Colegio de Abogados de Chile que el modelo propuesto de defensa penal pública enmarca la actividad del abogado en pautas de conductas que pugnan con la libertad de defensa y la dignidad profesional, imponiendo sistemas de control que violentan principios éticos irrenunciables.





	Estima que la fiscalización del abogado defensor a través de inspecciones, auditorías externas e informes periódicos, como establecen los artículos 61, 62 y 63, afectan la dignidad y el decoro profesional. Así ocurre al establecerse inspecciones de las defensorías locales a los abogados, sin previo aviso, con atribuciones para examinar todas las actuaciones de la defensa, de acuerdo a metodologías que determinará un reglamento, y con facultades para revisar los papeles y las instalaciones en que se desarrollan las tareas del profesional, entrevistar a los beneficiarios del servicio y a los jueces que han intervenido en los procesos. Toda esta organización fiscalizadora, a su juicio, da origen a una “abogacía vigilada” que parte del supuesto de la incompetencia o deshonestidad del abogado.





	iv.- Secreto profesional.





	El Colegio de Abogados es de opinión que las mismas disposiciones fiscalizadoras ponen en jaque el derecho y obligación de reserva que pesa sobre los abogados en relación con todos los asuntos que se le confían. El artículo 10 del Código de Etica Profesional afirma que, en relación con los clientes, constituye un deber que perdura en lo absoluto, aun después de que les haya dejado de prestar sus servicios. Atenta derechamente en contra de este principio el artículo 62, que autoriza a los inspectores y auditores externos para examinar las actuaciones de la defensa, sin límites ni reservas. Estas inspecciones dan origen a informes que los fiscalizadores deben remitir el defensor regional respectivo, abriéndose así, como un abanico, el número de personas que tienen acceso a las confidencias del cliente. Considera que no constituye ninguna salvaguarda efectiva el hecho de que los datos, notas personales y manuscritos de los abogados en relación con cada asunto sean catalogados como confidenciales. 





	v.- Control ético.





	Observa, finalmente, el Colegio de Abogados que, como todas las infracciones que pueden dar origen a las distintas sanciones a los abogados defensores que contempla el proyecto de ley, en el fondo, constituyen conductas éticamente desaprobadas, en último término el control deontológico de los Colegios queda, de hecho, sustituido por el de la autoridad pública, lo que no es de importancia menor.





	V.- Indicación sustitutiva del Ejecutivo.





	La Comisión coincidió con el señor Ministro de Justicia en que algunas de las disposiciones contempladas en el texto aprobado por la Cámara de Diputados introducen cambios en materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Estimó que, por lo tanto, para poder pronunciarse aun en general sobre el proyecto de ley, era indispensable recibir previamente la indicación del Ejecutivo a que aludió el señor Secretario de Estado.





	En esa virtud, por Mensaje Nº 95-342, fechado el 29 de junio de 2000, S.E. el Presidente de la República, con las firmas de los señores Ministros de Justicia y de Hacienda, presentó indicación para sustituir íntegramente el texto del proyecto de ley.





	En el seno de la Comisión, el señor Ministro de Justicia explicó que la indicación presentada, aunque aparece como sustitutiva, mantiene las ideas matrices del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados, y solamente introduce modificaciones en algunos artículos.





	Se abandona la especie de simetría que quiso establecer la Cámara de Diputados entre la Defensoría Penal Pública y el Ministerio Público: se elimina el término “autónomo” para calificar la naturaleza jurídica del primero, por ser innecesario dada su naturaleza jurídica de servicio público descentralizado; se asigna al Defensor Nacional la calidad de funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República; desaparece la obligación de rendir anualmente cuenta pública de su gestión; se sustituye el carácter de asesor del Defensor Nacional que tiene el Consejo Nacional de la Defensoría, para atribuirle directamente funciones resolutivas relacionadas con la convocatoria y resolución de las bases de la licitación y el término de los convenios con los abogados o instituciones que prestarán la defensa penal a los imputados, y se modifica su integración, cambiando a los dos representantes de las entidades gremiales de abogados existentes en el país por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, o su representante.





	En lo que se refiere a las defensorías locales, continuó,  se restaura el criterio propuesto en el Mensaje para su establecimiento, es decir, que sólo existirán en aquellas ciudades con más de 50.000 habitantes, y en todo caso, en las capitales de Región, sin perjuicio de que se trasladen los defensores para brindar defensa en todas las localidades en las cuales exista un juzgado de garantía.





	Prosiguió señalando que los Secretarios Ejecutivos de las Defensorías Regionales pasan a ser directivos de exclusiva confianza.





	Además, se incorpora al jurado regional encargado de resolver la licitación al Defensor Regional u otro profesional de dicho servicio designado por aquél, que no podrá ser de aquellos funcionarios que desempeñan labores de fiscalización.





	Concluyó subrayando que las enmiendas reseñadas no alteran las ideas fundamentales del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados, sino que solamente restablecen algunas disposiciones que corresponden a la propuesta que había efectuado el Ejecutivo al iniciarse la discusión parlamentaria en dicha Corporación.





	VI.- Debate en la Comisión.





	Estuvo de acuerdo la Comisión en que el proyecto de ley apunta a satisfacer el mandato constitucional de que el que el legislador arbitre los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos y, al mismo tiempo, hace posible el funcionamiento del sistema acusatorio que implantará la reforma procesal penal.





	En esa medida, coincidió en que debía prestarse la aprobación en general a esta iniciativa.





	Sin embargo, compartió también la idea de que hay diversos aspectos que justificarán un análisis más detenido durante la discusión particular, entre los cuales pueden mencionarse los siguientes:





	i.- Modelo de defensa penal pública





	Luego de haberse estudiado, en la etapa prelegislativa, la idea de establecer un sistema de defensa penal pública a través de fondos concursables, el proyecto de ley opta por instaurar un sistema mixto, que se compone de dos subsistemas: uno, público, y el otro privado.





	El subsistema público preve la existencia de defensores institucionales, denominados defensores locales. El subsistema privado, a su turno, contempla la participación de personas privadas que postularán a la licitación de fondos para prestar el servicio, o, subsidiariamente, la contratación de abogados a honorarios o la celebración de convenios con instituciones públicas o privadas.





	Este sistema mixto radica el otorgamiento de la prestación concreta básicamente en personas privadas, reservándose el Estado la posibilidad de poner término a los contratos, pero mediante la decisión de un órgano, el Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública, que no depende de la jefatura superior del servicio público Defensoría Penal Pública.





	En opinión del H. Senador señor Chadwick, la mayor innovación que plantea este proyecto de ley es la generación de espacios para el sector privado, reservando para el Estado dos cometidos muy necesarios: la fijación de la política de licitaciones en un marco de transparencia, con clara asignación de responsabilidades, y la aplicación de mecanismos de control, destinados a asegurar la correcta y eficaz inversión de los fondos públicos, de modo que los servicios de defensa penal lleguen efectivamente a los beneficiarios y con la suficiente calidad.





	El H. Senador señor Aburto dio a conocer su aprensión por la amplia posibilidad de participar en las licitaciones que se reconoce a las personas jurídicas, con o sin fines de lucro, lo que, en alguna medida, motiva los inconvenientes que ha hecho ver el Colegio de Abogados. Se declaró partidario de revisar este punto, para examinar la conveniencia de establecer ciertos requisitos para las personas jurídicas que se interesaran en postular a las licitaciones.





	Coincidió en este aspecto el H. Senador señor Zurita, quien sostuvo que, aceptando la conveniencia de instaurar un sistema distinto al actual, pensaba que podrían derivar dificultades de la participación de personas jurídicas con fines de lucro.





	El H. Senador señor Díez hizo saber que le preocupa el efecto político, desde el punto de vista de presentación ante la ciudadanía, que tendría el hecho de que, para remover al Defensor Nacional, no se necesite el acuerdo del Senado, sino que este cargo pase a ser de exclusiva confianza del Presidente de la República. Subrayó que el servicio de defensa penal pública se otorgará a un sector de ciudadanos carente de voz y de organización, por lo que uno de los problemas básicos que deberá enfrentarse en este proyecto de ley es el de contemplar fórmulas para que la Defensoría Penal Pública tenga interlocutores, de modo que se escuche a las personas que están siendo defendidas o pudieran serlo en el futuro.





	Consideró el H. Senador señor Hamilton que es muy razonable la inquietud del H. Senador señor Díez, pero que la misma preocupación puede surgir respecto de numerosos otros ámbitos, como la salud, por ejemplo, y ahí están el Parlamento, los  medios de comunicación social y, en definitiva, la opinión pública, para hacer saber sus puntos de vista. Manifestó que así ocurrirá también con la defensa penal pública, respecto de la cual la opinión pública se transformará en el mejor mecanismo de control.





	ii.- Equilibrio entre el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública.





	El proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados configura a la Defensoría como un servicio público autónomo, descentralizado, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia. (artículo 1º), y establece que el Defensor Nacional es nombrado por el Presidente de la República, pero no de su exclusiva confianza, ya que permanece 10 años en el cargo y su remoción debe disponerse por el Presidente con acuerdo del Senado (artículo 7º).





	La indicación del Ejecutivo, como se apuntó, propone que se suprima esa mención de la autonomía y que se consigne la calidad de funcionario de exclusiva confianza del Defensor Nacional. 





	La Comisión conoció las explicaciones del señor Ministro de Justicia en el sentido de que la Defensoría Penal Pública tendrá  a su cargo el desarrollo de una función administrativa, cual es la asegurar la defensa jurídica de los imputados. En ese sentido, se la configura como un servicio público descentralizado, eso es, excluido de la potestad jerárquica del Presidente de la República, a quien sólo le corresponde su supervigilancia a través del Ministerio de Justicia, en la idea de dotarlo de la flexibilidad suficiente para dar adecuada satisfacción de defensa a las personas que así lo requieran.





	Observó que, dentro del contexto global de la reforma procesal penal, podría haberse planteado la idea de asimilar este servicio al Ministerio Público, pero no fue esa la definición constitucional que se adoptó en su momento, la que únicamente optó por dotar de autonomía al órgano encargado de la persecución penal pública y no al que debería asumir la defensa penal pública. El órgano encargado de la defensa de los imputados, por consiguiente, se inserta dentro de la Administración del Estado y, en esa medida, se le quiere revestir de la mayor autonomía que se reconoce a los servicios públicos, cual es la descentralización funcional.





	Apuntó que esta decisión parece ser la correcta, si se piensa que la sustancia de la labor que debe ser desarrollada por la Defensoría Penal Pública es distinta de la del Ministerio Público, puesto que se inscribe dentro del desarrollo de una determinada política social, que se traduce en la prestación de servicios de carácter asistencial.





	En el seno de la Comisión, algunos de sus HH. señores integrantes declararon su coincidencia con este punto de vista, en orden a que la prestación del servicio de la defensa penal pública es una actividad de naturaleza distinta de la investigación de los hechos delictivos y del ejercicio de la acción penal pública asumidas por el Ministerio Público.





	Entendida la defensa penal pública como una manifestación de la política social del Estado, es evidente que la inserción de la Defensoría Penal Pública en el organigrama de la administración descentralizada del Estado reconoce el papel que cabe cumplir al Presidente de la República en relación con esa política, considerando especialmente que se refiere a un sector de la población que, de otra manera, se encontraría prácticamente desprotegido en el ejercicio de su derecho a defensa jurídica.





	Apuntó el H. Senador señor Silva Cimma que el concepto de autonomía se está reservando por la doctrina para aplicarlo con mayor propiedad a los organismos a quienes la Constitución Política les ha dado ese carácter, y lo que es importante es que, como dispone la ley Nº 18.575, la Defensoría Penal Pública no dependerá jerárquicamente del Presidente de la República. Dentro de este marco, consideró que son decisiones de política legislativa establecer si el Defensor Nacional será de exclusiva confianza del Primer Mandatario o si tendrá un periodo determinado de duración en su cargo.





	Estimó la Comisión, a la luz de estas consideraciones previas, que lo que deberá evaluarse, con mayor propiedad, es el equilibrio entre el Ministerio Público y el conjunto del sistema de defensa penal pública, uno de cuyos integrantes será el órgano Defensoría Penal Pública, y dicha ponderación habría de hacerse, fundamentalmente, teniendo en vista los recursos de que los proveerá el Estado para el cumplimiento de sus respectivos cometidos. De acuerdo a la información proporcionada al respecto por el Ministerio de Justicia, dicha evaluación arrojaría un resultado positivo en cuanto a la obtención de tal equilibrio.





	iii.- Atribuciones e integración del Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública.





	El Mensaje definía al Consejo como un cuerpo técnico colegiado encargado de convocar a licitación, establecer sus bases y, eventualmente, disponer el término, de conformidad al contrato o a la ley, de los convenios con los abogados o instituciones que prestarán la defensa penal pública de los imputados o acusados.





	La H. Cámara de Diputados consideró que el ámbito de acción del Consejo era demasiado restringido y resolvió que, al margen de esas atribuciones, debía otorgársele la calidad de órgano asesor del Defensor Nacional en todas las materias relacionadas con el cabal cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones de la Defensoría.





	La indicación presentada por el Ejecutivo retoma el planteamiento inicial del Mensaje, en la línea explicada por el señor Ministro de Justicia de reafirmar la naturaleza de servicio público que tiene la Defensoría Penal Pública, tomando en consideración que, como regla muy general, el artículo 28 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado encomienda la dirección superior de los servicios públicos a un órgano unipersonal, el jefe de servicio, y no contempla la existencia de organismos colegiados.





	El H. Senador señor Boeninger hizo presente que, sin perjuicio de que esta materia es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, el hecho de restarle carácter de asesor del Defensor Nacional al Consejo le parecía congruente con el hecho de que éste será integrado por dos Ministros de Estado –cantidad que aumenta a tres en la indicación del Ejecutivo- o sus representantes. No creyó apropiado que a un Consejo con integración de Ministros de Estado, entre ellos el propio Ministro de Justicia, se le entregue la calidad de asesor de un jefe de servicio que, precisamente, estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República por medio de ese Secretario de Estado.





	Añadió que, debido también a esa integración del Consejo, compartía asimismo la indicación que da al Defensor Nacional la calidad de funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República y elimina la regla que dispone su remoción con acuerdo del Senado. Si esta norma subsistiera, la necesidad de que el Primer Mandatario tuviera que contar con el acuerdo del Senado podría contribuir a crear tensiones entre el Defensor Nacional y los Ministros que compondrán el Consejo.





	iv.- Fijación de una política de defensa penal


 


	El proyecto de ley considera como atribución del Defensor Nacional, conforme al artículo 8º, letra b), la de fijar los criterios de actuación de la Defensoría para el cumplimiento de los objetivos establecidos en la ley.





	Desecha, de esa forma, la posibilidad de que la actuación de los defensores públicos responda a una política de defensa penal que se fijara por la autoridad.





	En la Cámara de Diputados se invocó, para rechazarla, la circunstancia de que la determinación de una política sobre la materia podría conducir a descuidar la defensa de algunos imputados en beneficio del énfasis que se pondría en la defensa de otros, a quienes se les atribuyere determinados delitos o que estuvieren revestidos de ciertas características personales, con lo cual el sistema redundaría más bien en una modalidad de complemento de la política de persecución penal.





	Por otro lado, la fijación de una política en materia de defensa presenta a lo menos dudas de constitucionalidad, pues podría impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado, lo que contraviene expresamente el artículo 19, Nº 3º, de la Carta Fundamental. Desde el momento en que un organismo del Estado fija criterios para la defensa, genera discriminaciones y le impone limitaciones al abogado defensor, debilitando la confianza que debería depositar en él el defendido.





	v.- Ubicación de las defensorías locales.





	El proyecto de ley deja entregada la distribución geográfica y la organización de las defensorías locales al Defensor Nacional, a propuesta del respectivo Defensor Regional, y le fija, al efecto, ciertos criterios que habrá de respetar: carga de trabajo, extensión territorial, facilidad de las comunicaciones y eficiencia en el uso de los recursos.





	La indicación del Ejecutivo restablece el planteamiento original del Mensaje, en orden a que existan defensorías locales en aquellas ciudades con más de 50 mil habitantes, debiendo instalarse, en todo caso, en las ciudades capitales de regiones. Al mismo tiempo, orden al Defensor Regional instalarlas de modo tal que se preste defensa en todos los lugares donde haya juzgado de garantía, para lo cual los defensores deberán trasladarse a las ciudades donde no existan defensorías locales.





	Los fundamentos de la propuesta del Mensaje, que reitera la indicación, son las restricciones presupuestarias, la evidencia comparada y la proyección de causas por comunas.





	Por una parte, la falta de recursos suficientes para instalar una defensoría local en cada uno de los lugares donde existiría una fiscalía local obligó a señalar prioridades para determinar la localización de las oficinas de los defensores locales.





	Por otra parte, se observó que en Estados Unidos la tendencia muestra que instalar oficinas en ciudades con más de 50.000 habitantes produce ciertas "economías de escala" en los gastos de operación de oficinas con cierto número de personas, y, para el resto de las comunidades con menos población, resulta más eficiente tener "defensores itinerantes", que se desplacen a los lugares donde exista fiscalía, juzgado de garantía o tribunal de juicio oral en lo penal.





	Finalmente, al observar la realidad comunal de nuestro país, se optó por tener oficinas locales en las comunas con más de 50.000 habitantes, que además coinciden con sedes de las fiscalías y juzgados de garantía, considerando el desplazamiento de los defensores penales públicos a aquellos lugares que lo requieran. El universo de defensores está calculado sobre la base del total de causas que conocerá el sistema y, por lo tanto, ellos se desplazarán si el beneficiario que los necesita se encuentra en otro lugar. En el caso de los abogados privados, las bases de licitación y los respectivos contratos de prestación de servicios deberán señalar claramente las áreas geográficas que cubrirá el abogado defensor.





	vi.- Remuneración o gratuidad de la defensa penal pública.





	El artículo 19, Nº 3, inciso segundo, de la Constitución Política, declara expresamente que el deber del Estado de proporcionar asesoramiento y defensa jurídica ceden a favor de “quienes no puedan procurárselos por sí mismos.” Coincidentemente, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos también vincula el derecho a que se nombre defensor de oficio con el hecho de que ello se efectuará gratuitamente, “si el imputado careciere de medios suficientes para pagarlo”. En cambio, el Pacto de San José de Costa Rica deja entregado a la legislación interna el carácter remunerado o gratuito del defensor proporcionado por el Estado.





	El proyecto de ley establece, como principio general, que si el imputado no tiene abogado, la defensa será gratuita. Excepcionalmente, la Defensoría podrá cobrar, total o parcialmente, por la defensa que preste a los beneficiarios que dispongan de recursos para financiarla, para lo cual considerará, al menos, su nivel de ingreso, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependan, en conformidad con lo que señale el reglamento (artículo 38)





	Para este efecto, la Defensoría deberá elaborar anualmente el arancel de los servicios que preste, para cuya determinación deberá estimarse el costo de los servicios prestados por la defensa y las etapas del proceso en que se hubiere asistido al beneficiario. Se tomarán en consideración, entre otros aspectos, los costos técnicos y el promedio de los honorarios de la plaza, debiendo dichas tarifas ser competitivas o equivalentes con éstos (artículo 39).





	vii.- Equilibrio entre el respeto de la relación profesional entre defensor y cliente y la necesidad de fiscalizar el servicio de defensa penal pública que se preste.





	El Colegio de Abogados de Chile ha observado que diversos aspectos del proyecto de ley inciden negativamente en la aplicación de ciertos principios generales que regulan la abogacía, y, especialmente, la relación entre el abogado y su cliente: el carácter personal e inmediato de esa relación, la libertad de defensa, la dignidad profesional, el secreto profesional y el control ético de los asociados.





	El Ministerio Público, a su turno, sugirió revisar las facultades de los encargados de fiscalizar la defensa, en resguardo del secreto profesional de los abogados.





	Será preciso ponderar cuidadosamente, en su momento, la forma más adecuada de equilibrar el resguardo de elementos básicos del ejercicio de la abogacía con la también importante cautela del correcto empleo de los fondos públicos comprometidos en la defensa penal pública. 





- - -








	Al momento de pronunciarse sobre la aprobación en general de esta iniciativa, la Comisión coincidió en que esa decisión debía recaer sobre el proyecto de ley despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de origen, y no sobre la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, puesto que, de otra forma, se estaría alterando la tramitación legislativa. La indicación será analizada, junto con las demás que se presenten durante la discusión general en la Sala, con motivo del segundo informe.





	- Puesto en votación en general el proyecto de ley, resultó aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.





	En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os recomienda aprobar en general el proyecto de ley, en los términos en que lo despachó la H. Cámara de Diputados, de que da cuenta el oficio N° 2854, de 9 de mayo de 2000, de esa Corporación.





- - -








	Acordado en sesiones celebradas los días 20 de junio y 4 de julio de 2000, con asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Juan Hamilton Depassier y Enrique Silva Cimma.














	Sala de la Comisión, a 11 de julio de 2000.


















































                                                JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


                                                                Secretario
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	El proyecto de ley consta de 81 artículos permanentes, divididos en siete títulos, y seis artículos transitorios.





PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION:





	Establecer el sistema de defensa penal pública que integrará la reforma procesal penal, con el objeto de que todo imputado por un crimen, simple delito o falta que sea de competencia de un juzgado de garantía, que no cuente con abogado, tenga la asistencia de un letrado ante el fiscal del Ministerio Público y los tribunales de justicia con competencia en lo criminal.





	Para este propósito, crea la Defensoría Penal Pública, servicio público que administrará el sistema, y regula la participación en la prestación de la defensa penal de letrados particulares, seleccionados mediante licitaciones efectuadas en el nivel regional.





XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: Los artículos 1º, 4º, 5º, 7º, 9º, 12, 22, 25, 32 y 81 recaen sobre materias propias de ley orgánica constitucional.





XIII.	ACUERDOS: El proyecto de ley fue aprobado en general por la unanimidad de la Comisión (5-0).
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